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La actividad contractual del Estado está precedida de distintos elementos que permiten 
determinar su viabilidad a futuro, uno de aquellos elementos que se vierte en la etapa 
precontractual, y que hace posible la contratación de un bien o servicio es la capacidad 
económica para contratar. De acuerdo a lo anterior, el establecimiento de los indicadores 
financieros en la etapa precontractual logra que se cumplan los principios de eficiencia y 
economía que señala la Ley 80 de 1993. Detrás de la determinación financiera se 
conjugan aspectos que fortalecen el ejercicio contractual, seleccionando contratista con 
la capacidad económica requerida para ejecutar el contrato. No obstante, el 
desconocimiento de valoración de los indicadores financieros que realiza las entidades 
públicas conlleva la descalificación de propuestas contractuales. Por tal razón, reconocer 
los indicadores financieros en absoluto otorga condiciones reales para participar en 
procesos viables para las personas.  En razón a lo anterior, la presente investigación 
tiene como objeto identificar los indicadores financieros como requisito en la actividad 
contractual del Estado.  Para ello, se explica su función y propósito en los contratos 
estatales, y la responsabilidad que conlleva su desconocimiento, así como se estudia la 
jurisprudencia sobre los indicadores financieros.   
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 ABSTRACT 
 
The State's contractual activity is preceded by different elements that allow determining 
its viability in the future, one of those elements that is poured into the pre-contractual 
stage, and that makes it possible to contract a good or service is the economic capacity 
to contract. According to the above, the establishment of financial indicators in the pre-
contractual stage achieves compliance with the principles of efficiency and economics 
set forth in Law 80 of 1993. Behind the financial determination combine aspects that 
strengthen the contractual exercise, selecting contractors with the economic capacity 
required to execute the contract. However, the lack of appreciation of the financial 
indicators carried out by public entities leads to the disqualification of contractual 
proposals. For this reason, recognizing financial indicators does not at all grant real 
conditions to participate in viable processes for people. In view of the foregoing, the 
present investigation aims to identify financial indicators as a requirement in the State's 
contractual activity. To this end, it explains its function and purpose in state contracts, 
and the responsibility that comes with its lack of knowledge, as well as the jurisprudence 
on financial indicators. 
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La Ley 80 de 1993, Estatuto General de Contratación de la Administración Pública regula 
la actividad contractual convirtiéndose en el principal referente en la medida que se 
establecen reglas y principios que rigen los contratos de las entidades estatales. 
 
 La actividad contractual del Estado está divida en tres etapas que son la 
precontractual, contractual y poscontractual, para cada una de ellas la Ley 80 de 1993, 
Ley 1150 de 2007, Ley 1474 de 2011, Ley 019 del 2012 y Decreto 1082 de 2015 y demás 
decretos reglamentarios definen normas y procedimientos específicos.  
 
 El proceso de selección de contratista, que hace parte de la etapa precontractual 
presenta diferentes modalidades de selección: licitación pública, selección abreviada de 
menor cuantía, contratación directa, concurso de méritos, contratación directa, mínima 
cuantía, entre otras; cada una de las anteriores etapas tienen su requisitos y exigencias 
particulares, lo que implica unas variantes entre similitudes e individualidades, sin 
embargo, todas bajo los principios rectores de la contratación estatal.  
 
 En el caso de la licitación pública y selección abreviada de menor cuantía se exige 
además de los requisitos generales uno especial que es la demostración de la capacidad 
financiera lo que se logra a través de los indicadores financieros.  
 
 Si bien está definido en la ley, los participantes del proceso contractual no conocen 
la importancia y el alcance de la información financiera como elemento para la definición 
del contratista.  
 
 Desde la construcción del marco contractual después de la expedición de la 
Constitución Política de 1991 se buscó que el Estado contratara personas con las 
capacidades organizacionales y económicas para ejecutar el bien o servicio. Por tal 
motivo, es un filtro de la etapa precontractual identificar las condiciones económicas de 
los participantes, desechando aquellas propuestas que no tienen un sustento económico 
real. Lo anterior evita que la administración desgaste sus fuerzas institucionales en 
personas privadas que no puedan cumplir con el contrato por la poca disponibilidad de 
recursos.  
 
 Corolario a lo anterior, los proponentes deben reconocer conforme a los pliegos 
de condiciones, las posibilidades reales de cumplir con el objeto de contrato, so pena, de 
recibir sanciones que distorsionen el crecimiento empresarial ante la potestad 
sancionatoria del Estado en el régimen público de contratación. Además, porque los 
indicadores económicos revelan las opciones de seguir en el proceso, instrumento que 
disminuye el desgaste de las entidades públicas y los proponentes. 
 
 Los indicadores financieros constituyen un filtro, tanto para la entidad contratante 
como para el participante, por lo que su función dentro de los pliegos de condiciones 
influye en ambas partes. En consecuencia, irradia unos lineamientos que se desarrollan 
en las distintas etapas de la actividad contractual, premisa que eleva su importancia 
dentro del marco normativo de la contratación pública.  
 
La presente investigación es descriptiva y explicativa. Es descriptiva porque se 
sometió a un análisis en el que se mide y evalúan diversos aspectos o componentes 
tales como cuerpos legales y normativas vigentes del problema a investigar. A su vez, 
es explicativa, pues desde esta perspectiva se analizan los avances y retrocesos del 
tema de indicadores financieros regulados por la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, la 
Ley 1474 de 2011, el Decreto 1510 de 2017, compilados en el Decreto 1082 de 2015, 
por medio de la cual se expidió el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo 
de Planeación Nacional, además es explicativa porque se dan a conocer las definiciones 
y los conceptos legales y técnicos referentes a los indicadores financieros en la actividad 
contractual. El enfoque es cualitativo, dado su carácter documental, y el análisis se 
efectúo con apoyo de la hermenéutica jurídica. 
 
El presente trabajo se ha estructurado en cinco partes, en la primera de ellas se 
determinan los indicadores financieros en la actividad contractual, en la segunda se 
explica el funcionamiento de los indicadores financieros en la actividad contractual, en la 
tercera se describe la responsabilidad de los indicadores financieros en la actividad 
contractual en cuarto lugar, se analiza la jurisprudencia sobre los indicadores financieros, 


























 LOS INDICADORES FINANCIEROS EN LA ACTIVIDAD CONTRACTUAL 
 
Dentro del marco de la participación ciudadana connotado por la Constitución Política de 
1991, la actividad contractual del Estado propende por garantizar la mayor participación 
de oferentes para obtener los mejores resultados para la administración. Quiere esto 
decir, que dentro de los distintos ejes centrales que mueve la contratación, la libre 
concurrencia o la pluralidad de oferentes es un aspecto que se alinea en el Estado Social 
de Derecho. No obstante, la libre participación encuentra límites conforme a los principios 
de eficiencia y economía, por lo que no es un valor normativo absoluto.  
 
Los pliegos de condiciones contraen las cualidades administrativas y financieras 
que debe poseer los participantes, requisitos que establecen parámetros de eliminación 
o clasificación, según el caso. Los indicadores económicos son precisamente un factor 
inescindible para participar en la actividad contractual del Estado porque es necesaria 
brinda el objeto contractual de un presupuesto suficiente para su consecución. Es decir, 
no cualquier persona natural o jurídica puede participar en un proceso contractual con el 
Estado, para ello se solicita el cumplimiento de ciertos prerrequisitos, eliminando de 
plano cualquier participante que no posea lo solicitado. 
 
Así las cosas, los requisitos económicos que incluyen los pliegos de condiciones 
suponen un elemento para la eficiencia contractual de la administración, evitando un 
desgaste excesivo frente a participantes con insuficiencia económica. Dicho lo anterior, 
el gasto de los recursos públicos exige participantes idóneos desde varios mapas 
conceptuales, siendo el económico un hecho que para el marco legal denota 
transparencia y objetividad, además de capacidad financiera para la realización del bien 
o servicio. 
 
Todo lo anterior surge a causa del ordenamiento jurídico que propuso la Ley 80 
de 1993, norma que enalteció los requisitos habilitantes financieros mediante una 
cantidad considerable de disposiciones legales. Por lo que es un tema demasiado 
técnico, pero, que encuentra sus bases en las normas reglamentarias, cerrando lo más 
posible la discrecionalidad administrativa.  
 
Conocer la capacidad financiera o económica de una empresa o persona natural 
es complicado, sin embargo, con las ayudas de disciplinas como las áreas 
administrativas y económicas, el tema resulta ser más lúcido en el ámbito de la 
contratación pública. Por ello, el presente trabajo se sostiene desde el enfoque 
investigativo interdisciplinar, que permita un desarrollo integral del tema.  
 
En ese orden de ideas, conocer la realidad de los requisitos habilitantes 
financieros facilita a los posibles proponentes conocer la viabilidad de su participación en 
los contratos. Por lo que, es importante escudriñar la relevancia del elemento en 
mención, conociendo sus beneficios y problemas, eliminando el riesgo de perder una 
licitación o concurso contractual. 
 
 
Los indicadores financieros en la actividad contractual 
 
Los requisitos habilitantes miden la aptitud administrativa, organizacional, financiera y 
jurídica de un proponente conforme a criterios objetivos que propende por la 
materialización del interés general. En ese sentido, son condiciones mínimas que 
establece la entidad pública para desechar aquellas propuestas que no cuentan con los 
requerimientos necesarios para el objeto a contratar. Lo anterior, permite que se evalué 
únicamente las propuestas que garantiza estándares mínimos o necesarios para llevar 
a cabo la obra o prestar el servicio. 
 
El artículo 5 numeral 1 de la Ley 1150 de 2007 dice: 
 
La capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, capacidad financiera y de 
organización de los proponentes serán objeto de verificación de cumplimiento como 
requisitos habilitantes para la participación en el proceso de selección y no 
otorgarán puntaje, con excepción de lo previsto en el numeral 4 del presente 
artículo. La exigencia de tales condiciones debe ser adecuada y proporcional a la 
naturaleza del contrato a suscribir y a su valor. La verificación documental de las 
condiciones antes señaladas será efectuada por las Cámaras de Comercio de 
conformidad con lo establecido en el artículo 6 de la presente ley, de acuerdo con 
lo cual se expedirá la respectiva certificación. (Ley 1150, 2007).  
 
Por consiguiente, los requisitos habilitantes no son elementos de escogencia para 
las entidades contratantes, sino aspectos que posibilita al oferente poder ingresar a la 
licitación, cumpliendo previas aptitudes para el interés del Estado. En términos más 
precisos, el cumplimiento de los requisitos habilitantes no otorga puntaje alguno a los 
participantes, excepto en el caso de experiencia para los consultores.  
 
En los procesos de contratación directa los requisitos habilitantes son 
improcedentes, toda vez que la entidad contrata directamente a la persona sin la 
necesidad de encuadrar en acto administrativo los requerimientos administrativos y 
financieros previos; sin embargo, debe verificar la idoneidad del contratista, mediante su 
capacidad jurídica.  
 
Dicho todo lo anterior, los indicadores financieros son condiciones mínimas que 
exige la entidad contratante para establecer la salud financiera del participante, lo cual 
se logra a través de su liquidez o capacidad de endeudamiento. Quiere esto decir, que 
el cumplimiento de las estipulaciones financiera permite inferir la posibilidad de que el 
oferente cumpla con el objeto contractual de manera oportuna e integral, materializando 
de tal forma los principios de la función pública, principalmente, los que se marcan en la 
actividad contractual, dentro de la Ley 80 de 1993.  
 
La capacidad financiera de cualquier proceso de contratación debe ser 
proporcional a la naturaleza y al valor del contrato, evitando imponer clausulas 
financieraa exorbitantes. Así las cosas, cada condición financiera dispuesta en el pliego 
de condiciones debe ser en concordancia con el mercado, conocimiento que debe poseer 
la entidad pública o ante desconocimiento, determinar con base en la realización de 
estudios de mercado. El conocimiento previo del sector es clave para determinar los 
indicadores financieros para participar, lo que se consigue a través de estudios de 
mercados que soporten la proporcionalidad de las exigencias con la dinámica comercial. 
 
Decreto 1510 de 2013, en el artículo 15 estípula:  
 
La Entidad Estatal debe hacer durante la etapa de planeación el análisis necesario 
para conocer el sector relativo al objeto del Proceso de Contratación desde la 
perspectiva legal, comercial, financiera, organizacional, técnica, y de análisis de 
riesgo. La Entidad Estatal debe dejar constancia de este análisis en los Documentos 
del Proceso. (Decreto 1510, 2013). 
 
“La Entidad Estatal debe revisar los aspectos generales del mercado del bien, 
obra o servicio que sean relevantes en el Proceso de Contratación” (Colombia Compra 
Eficiente, p. 5); para ello, deberá tener criterios jurídicos, económicos y técnicos claros 
que conlleve al establecimiento de condiciones financieras reales. Es importante resaltar 
que las condiciones deben ser proporcionales y ajustables al mercado, siendo dable 
anular la actividad contractual ante irregularidades en la etapa precontractual.  
 
Lo anterior busca eliminar cualquier falta de relación entre los pliegos de 
condiciones y las empresas seleccionadas, Galeano Cadavid & Arias Mauricio (2011) 
ilustra esto de la siguiente manera:  
 
Después de tomar una muestra de 10 de los términos de referencia que las 
empresas estatales, que ejecutan contratos de construcción o mantenimiento de 
vías en el departamento de Antioquia, publicaron en los últimos 5 años, 
encontramos que no hay coherencia de los requisitos de participación o 
habilitantes, tanto técnicos como financieros, entre los procesos de las diferentes 
entidades y en algunos casos entre procesos de la misma entidad. (p. 64) 
 
En relación con los indicadores financieros, el artículo 10, numeral 3 del Decreto 
1510 de 2013 dicta lo siguiente: 
 
a) Índice de liquidez: activo corriente dividido por el pasivo corriente; 
b) Índice de endeudamiento: pasivo total dividido por el activo total; 
c) Razón de cobertura de intereses: utilidad operacional dividida por los gastos de 
intereses. (Decreto 1510, 2013). 
 
La entidad estatal deberá hacer uso de los anteriores indicadores en razón a la 
naturaleza del contrato, el valor del mismo, y los plazos y las formas de pago; con base 
en lo anterior, la entidad pública hará uso de uno, dos o todos los indicadores de acuerdo 
al objetivo de la actividad contractual. Dichos indicadores que establece la norma 
reglamentaria demuestran la fortaleza financiera de los participantes.  
 
Así, el índice de liquidez se compone de activo corriente y pasivo corriente, que 
determina la capacidad financiera de responder a las obligaciones contractuales a corto 
plazo. En consecuencia, a mayores índices de liquidez la posibilidad de cumplir a corto 
plazo es alta, reduciendo el riesgo de afectación o incumplimiento.  
 
El Instituto Nacional de Contadores Públicos (2012) sobre los indicadores de 
liquidez: 
 
La liquidez de una organización es juzgada por la capacidad para saldar las 
obligaciones a corto plazo que se han adquirido a medida que éstas se vencen. Se 
refieren no solamente a las finanzas totales de la empresa, sino a su habilidad para 
convertir en efectivo determinados activos y pasivos corrientes.  
 
Por otra parte, el índice de endeudamiento refiere el pasivo total con los activos 
totales, que permite conocer el grado de endeudamiento de la entidad al momento de 
celebrar el contrato. Lo anterior es importante para reconocer el presupuesto que tiene 
el oferente para llevar a cabo el contrato, y a su vez, la disponibilidad crediticia para 
fortalecer el faltante mediante préstamos. Por lo que, a mayor índice de endeudamiento, 
mayor es la probabilidad de no cumplir con la realización del contrato, siendo dable no 
cumplir con los pasivos. 
 
Finalmente, la razón de cobertura de intereses es igual a la utilidad operacional 
frente a gastos de intereses, que refleja la capacidad financiera del proponente para 
responder a sus obligaciones. Desde esa perspectiva, la fórmula para determinar su 
incidencia dentro de las condiciones financieras es que a mayor cobertura de intereses 
se reducen las probabilidades de que se incumpla con las obligaciones financieras, 
consecuencia de la actividad contractual.  
 
En su defecto, Colombia Compra Eficiente dispone del siguiente cuadro para 
interpretar los indicadores financieros de manera al mandato legal: 
 
Indicador Si el indicador es mayor la 
probabilidad de riesgo es 
Limite 
Índice de liquidez Menor Mínimo 
Índice de endeudamiento Mayor Máximo 




Fuente: Colombia Compra Eficiente, 2014.  
 
En cuanto al límite, la entidad contratante frente a cada indicador debe establecer 
que el índice sea menor o igual que al límite máximo, o mayor o igual que el mínimo 
establecido para cada uno. Lo anterior se suscribe al ámbito de discrecionalidad 
administrativa de las entidades públicas. 
 
Por otro lado, y bajo la misma óptica de la discrecionalidad administrativa que 
poseen las entidades públicas conforme a la Constitución Política, las entidades pueden 
establecer otros indicadores financieros dentro de la actividad contractual. Los 
indicadores financieros estudiados anteriormente son obligatorios en el establecimiento 
de los pliegos de condiciones, los analizados en los posteriores párrafos son optativos 
en razón al objeto a contratar. 
 
Así pues, otros indicadores financieros a tener en cuenta, según la decisión de la 
entidad contratante, son el capital de trabajo, razón de efectivo, prueba ácida, 
concentración de endeudamiento a corto plazo, concentración de endeudamiento a largo 
plazo y patrimonio. Lo anteriores indicadores son otras alternativas para el contratista 
público para establecer la capacidad financiera del oferente. 
 
En conclusión, la capacidad financiera es un requisito habilitante para participar 
en los procesos contractuales del régimen público, su cumplimiento no otorga puntuación 
alguna, a excepción de la experiencia; por otro lado, el incumplimiento de los aspectos 
financieros connotados por los pliegos de condiciones excluye al particular de participar 
en la contratación. En otras palabras, los indicadores financieros, son un filtro para 
desechar opciones contractuales que para la entidad no cumple con las expectativas 
mínimas para participar, todo bajo los lineamientos de los pliegos de condiciones.  
 
Finalmente, es una necesidad contractual para las entidades públicas, y en 
especial, para toda clase de contratación, sin importar su régimen, pues, proyecta la 
fuerza económica del contratado para llevar a cabo la obra o el servicio contratado.  
 
 
El funcionamiento de los indicadores financieros en la actividad contractual 
 
La contratación pública, desde sus inicios ha tenido una constante crítica que al pasar 
de los años se ha encrudecido frente a los constantes actos de corrupción que rodea el 
régimen de la Ley 80 de 1993, y demás normas. Aunque la normativa enfatiza un marco 
de transparencia y objetividad, en la actualidad solo existe un enfoque formal de la 
norma, siendo la realidad ajena a los mandatos constitucionales y legales. De acuerdo a 
lo anterior, sostiene Peñaranda Torres & Omaña Hernández (2014) que: 
Actualmente la contratación estatal, es muy cuestionada en todos los ámbitos, 
producto de los muchos vicios que esta ha ido adquiriendo con el pasar de los años, 
conllevando con ello a una violación de los principios rectores de la contratación 
estatal, principalmente el relacionado con la transparencia que debe rodear estos 
procesos. (p. 134) 
 
Por tal motivo, los pliegos de condiciones son una herramienta precontractual que 
posibilita escudriñar la realización efectiva de los principios contractuales, velando en 
toda instancia por el interés general. Por tanto, para una correcta aplicación del sistema 
contractual público es necesario el establecimiento de pliegos de condiciones conforme 
a derecho, esto marcará el desarrollo contractual con integridad. Teniendo en cuenta que 
los indicaros financieros son elementos esenciales de los pliegos de condiciones, es 
fundamental su funcionamiento para la debida aplicación del contrato, esto permitirá 
contar con participantes que tienen suficiencia económica para adelantar el servicio u 
obra solicitada. 
 
De acuerdo a lo anterior, el funcionamiento del indicador de liquidez permite 
conocer que los contratistas que participen en la contratación puedan cumplir con las 
obligaciones a corto plazo. Es decir, el indicador de liquidez demuestra la solvencia 
económica del participante para responder a las necesidades de la obra o el servicio. Así 
las cosas, es la habilidad que tienen los participantes de convertir sus activos o pasivos 
en efectivo; por lo que los activos posibilitan saber cuál es respaldo presupuestal que 
tiene la empresa para saldar las obligaciones más próximas.  
 
Entonces, el indicador de liquidez logra que las entidades públicas conozcan la 
viabilidad del proponente para cumplir las obligaciones a corto plazo; para la contratación 
pública, su función es importante porque le da probabilidades altas a la administración 
para cumplir las obligaciones contratadas, sin afectar el contrato. Lo anterior, trata de 
evitar demoras injustificadas en la obra o servicio por falta de disponibilidad fiscal.  
 
Como lo resalta Herrera Freire (et. Al) (2016): “Los indicadores financieros de 
liquidez son fundamentales para evaluar la situación y el desempeño económico y 
financiero de una empresa a corto plazo, es decir, detectar si la empresa tiene suficientes 
recursos financieros y disponibles para cubrir las obligaciones presentes” (p.145). 
 
Por su parte, el índice de endeudamiento es trascendental para la actividad 
contractual pública porque permite saber la capacidad de endeudamiento del 
contratante, logrando determinar qué cantidad de pasivos sería perjudicial para el 
cumplimiento del contrato. Los pasivos no solo evidencian la carga moratoria del 
contratante, sino también la capacidad de acceder a créditos para soportar el 
presupuesto inicial, y así el cumplimiento de la labor contratada. 
 
En relación con lo anterior, es dable anotar que el índice de endeudamiento es 
una medición que realiza la entidad administrativa pública dentro de un estándar que 
pondera entre un mínimo y máximo. Dicha condición financiera funciona en la actividad 
contractual como una condición que visualiza la buena disposición económica del 
participante ante la ausencia de pasivos que afecte su disponibilidad presupuestal. Al 
igual que cualquier indicador económico, el índice de endeudamiento se resuelve en la 
etapa precontractual, siendo un filtro para evitar desgaste administrativo. 
 
La razón de cobertura de intereses refleja las cualidades económicas del oferente 
para cumplir con sus obligaciones financieras, por lo que tienen incidencia directa con el 
índice de liquidez; Así pues, a mayor cobertura de intereses las probabilidades de 
incumplir las obligaciones financieras son menores. En ese sentido, la RCI es frecuente 
para la revisión de la situación financiera de las empresas.  
 
Colombia Compra Eficiente (2014), sobre lo anterior dice que: 
 
Este indicador suele mostrar datos extremos los cuales se deben manejar como 
datos atípicos, debido a que varias empresas muestran unos gastos de intereses 
mínimos en comparación a su utilidad, lo cual resulta en un indicador alto que 
distorsiona la muestra. 
 
Al igual que los anteriores indicadores, en la contratación pública la razón de 
cobertura de intereses tiene como objeto disminuir el riesgo de incumplir con los términos 
del contrato, afectado de tal manera el interés general de la comunidad. Por eso, es un 
aspecto económico inescindible en los pliegos de condiciones, sin perjuicio que las 
entidades públicas puedan establecer la ponderación a sus criterios. 
 
El indicador de capital de trabajo es una condición financiera optativa por la entidad 
contratante, sin embargo, su uso en los pliegos de condiciones es frecuente porque se 
representa la liquidez operativa del oferente. Su utilización es recomendable para 
determinar el nivel de liquidez en términos absolutos. Y es eficiente para el debido 
desarrollo de la actividad económica que ejecuta el posible contratista, es decir, sus 
beneficios se encuentran en la profesión u oficio que preste la persona natural o jurídica.  
 
Así, el capital de trabajo, al igual que el indicador de patrimonio muestra las 
potencialidades de una empresa para llevar el desarrollo de sus actividades dentro de 
un cauce normal a largo y corto plazo.  
 
El indicador razón de efectivo, es el mayor activo que tiene el proponente desde la 
perspectiva de la liquidez que sugiere el acto contractual público, por lo que sugiere 
inmediatez entre la disposición del efectivo y las obligaciones a corto plazo. Por tanto, 
demuestra la disponibilidad de recursos que tiene los participantes para cumplir las 
primeras obligaciones que presente el contrato. 
 
El indicador prueba acida mide de manera más severa que el índice de liquidez, 
pues dentro de sus lineamientos no tienen en cuenta los inventarios. Colombia Compra 
Eficiente (2014) expone: “El inventario es excluido teniendo en cuenta que es la cuenta 
menos líquida del activo corriente y no debe ser usada para pagar las obligaciones de 
corto plazo”. 
La concentración de endeudamiento a corto plazo tiene como función medir en un 
término no mayor a un año la proporción de la deuda del proponente, su inclusión es 
recomendable ante contratos donde existan riesgos asociados en un plazo menor de 12 
meses. Por otra parte, la concentración de endeudamiento a largo plazo tiene como 
relevancia contractual medir la proporción de la deuda del proponente a largo plazo, es 
decir, mayor a un año. Su inclusión dentro de los contratos estatales depende 
principalmente por dos razones: 
 
A. Contratos mayores a un año 
B. Existe un Riesgo asociado al no pago de la deuda de largo plazo 
 
Finalmente, el patrimonio mide la cantidad de recursos propios que dispone el 
participante, esto dará cuenta de la disposición fija de bienes que posee el oferente, 
siendo incidentes al momento de analizar la facilitación de maquinaria en la realización 
del servicio u obra, de manera pronta e inmediata.  
 
En síntesis, los indicadores financieros son filtros económicos que tienen como 
propósito dentro del régimen público de contratación aceptar la participación de sujetos 
que tengan la capacidad financiera suficiente para ejecutar el contrato. Siendo 
descartados aquellos participantes que a través de los anteriores indicadores tienen 
deficiencias que anulen su participación. Por tanto, su funcionamiento en el proceso de 
contratación es filtrar los participantes que no cumplen las condiciones contractuales, 
además, de asegurar la eficiencia y economía, principios de la función administrativa y 
de la actividad contractual.  
 
En cualquier tipo de contratación pública los intereses giran en torno a la 
transparencia y eficiencia de la actividad contractual, aspectos que quedan revelados 
ante el cumplimiento cabal de las obligaciones contraídas; un aspecto que nos permite 
identificar las probabilidades de acertar con el contratista adecuado son los indicadores 
financieros. 
 
La responsabilidad de los indicadores financieros en la actividad contractual 
 
La responsabilidad de los indicadores financieros es fijada por las entidades contratantes 
conforme a las bases del estudio previo de mercado, por lo que la fijación de los 
indicadores dentro de los pliegos de condiciones corresponde en primera instancia a la 
autoridad administrativa. No obstante, dentro de la etapa precontractual los participantes 
podrán realizar observaciones que mejoren el establecimiento de las condiciones. 
 
Ahora bien, la contratación pública aun en los tiempos modernos se contextualiza 
de formalidades que obstaculiza la participación de los oferentes en la etapa 
precontractual, como lo recuerda Arboledas del Real (2015): 
 
Los procesos de contratación entre el Estado y los particulares han sido revestidos 
a lo largo de la historia de múltiples formalismos que se han traducido en reducida 
participación del sector privado en la contratación, así como en incentivos para las 
prácticas corruptas. (p. 136) 
 
Sin embargo, debemos sostener que la responsabilidad de los pliegos de 
condiciones recae de manera solidaria entre los participantes y las entidades públicas, 
quienes conforme a las condiciones del mercado deberán establecer los indicadores 
financieros. Los pliegos de condiciones es una manifestación administrativa contractual 
que refleja los principios de transparencia, planeación, selección objetiva e igualdad, 
obligación que recae directamente en las entidades públicas.  
 
Así las cosas, es la entidad estatal quien determina la capacidad financiera que 
requieren tener los participantes para poder contratar, por ende, deben determinar la 
sujeción entre cada indicador y la ejecución del contrato. Entonces, entre más fuertes la 
relación de los indicadores y la ejecución del contrato mayor es el análisis de los datos 
para establecer los requerimientos económicos necesarios, es decir, los requisitos 
habilitantes. 
 
En el caso de no existir una relación fuerte entre el indicador y la ejecución del 
contrato, la entidad pública debe actuar de manera precavida con el fin de evitar la 
exclusión de proponentes que ante determinado indicador tenga un peor desempeño 
frente al sector en estudio, pero que tienen la capacidad de participar en el proceso de 
contratación y cumplir las obligaciones convencionales.  
 
En ese orden de ideas, se va observando el detonante de la responsabilidad de 
los indicadores financieros en la actividad contractual del Estado, lo que se fundamenta 
aún más en el artículo 26 de la Ley 80 de 1993: 
 
Las entidades y los servidores públicos, responderán cuando hubieren abierto 
licitaciones sin haber elaborado previamente los correspondientes pliegos de 
condiciones, diseños, estudios, planos y evaluaciones que fueren necesarios, o 
cuando los pliegos de condiciones hayan sido elaborados en forma incompleta, 
ambigua o confusa que conduzcan a interpretaciones o decisiones de carácter 
subjetivo por parte de aquellos. (Ley 80, 1993). 
 
Como los indicadores financieros son elementos propios de los pliegos de 
condiciones es dable concluir que la responsabilidad recae directamente en los 
servidores públicos y las entidades estatales. Esto con base en el principio de 
responsabilidad que dicta el Estatuto de Contratación, y que concluye de manera precisa 
que corresponde a la entidad pública a través de sus servidores disponer de unos pliegos 
de condiciones ajustables a derecho.  
 
Sobre el principio de responsabilidad Palacios Oviedo (2016) dice: 
 
El artículo 26 de la Ley 80 de 1993, consagra el principio de Responsabilidad como 
contrapartida al otorgamiento de una gran autonomía en cabeza de los 
administradores del patrimonio público y una contratación semejante a la de los 
particulares, que por ende conlleva una mayor responsabilidad. Se establece 
supuestos en los cuales compromete no solo la responsabilidad del Estado por los 
daños antijurídicos ocasionados con motivo de la actividad contractual, sino 
también de los Servidores Públicos y los Contratistas que intervienen en la misma. 
(p.20).  
 
De acuerdo a todo lo anterior, la responsabilidad de la fijación de los indicadores 
financieros recae únicamente en la entidad contratante, sin perjuicio que los participantes 
puedan hacer las observaciones correspondientes; más allá de lo anterior, y con 
fundamento en la discrecionalidad administrativa, el establecimiento dentro de los pliegos 
de condiciones de los indicadores financieros corresponderá a la autoridad administrativa 
o pública que desea contratar. 
 
Por eso, es importante reconocer la labor que las entidades públicas llevan a cabo 
mediante la creación de manuales de evaluación financiera, como lo señala Lara Bernal 
(2011): 
 
Con la creación del Manual de Evaluación Financiera de proponentes a Licitaciones 
y Convocatorias Públicas realizadas por el Instituto de Seguros Sociales, la 
Institución avanza con el Proceso de Mejoramiento Continuo, identificando riesgos 
y disminuyéndolos mediante acciones correctivas. 
… 
El uso del manual facilita la valoración de cada uno de los proponentes, puesto que 
este direcciona los procesos de una forma secuencial, clara y de fácil comprensión 
para cualquier persona. (p. 63). 
 
Es importante aclarar que la responsabilidad tiene dos frentes distintos en la 
actividad contractual del Estado; la primera corresponde a los servidores públicos y a las 
entidades públicas, quienes deberán establecer en los pliegos de condiciones los 
indicadores financieros; la segunda implica el cumplimiento de las exigencias 
precontractuales por parte del participante para poder licitar con el Estado.  
 
Así las cosas, el particular oferente tiene la obligación de cumplir con los 
mandamientos de los pliegos de condiciones, en su capacidad organizacional como 
financiera, el incumplimiento de cualquiera de los requisitos dispuesto a través del acto 
administrativo lo excluye de plano en la participación de la licitación. Con esto se quiere 
decir, que la responsabilidad también frente a los indicadores financieros recae en los 
particulares que deseen participar en el proceso.  
 
A modo de concusión, la responsabilidad de los indicadores financieros emana 
diferentes obligaciones en diversos sujetos, pues, en primera instancia las entidades 
públicas son las encargadas de fijar los mismos a través de los pliegos de condiciones. 
Posteriormente, es responsabilidad del participante cumplir con las condiciones 
financieras, so pena de quedar excluido del proceso contractual. Finalmente, 
corresponde a la entidad contratante revisar el cumplimiento de los indicadores 
financieros por parte de los oferentes, desechando las ofertas donde el sujeto no tiene la 
capacidad organizacional o financiera solicitada. 
 
En ese sentido, la responsabilidad de los indicadores financieros constriñe tres 
verbos rectores, fijar, cumplir y revisar, acciones que se inmiscuyen dentro de la etapa 
precontractual. Podemos evidenciar, que, dentro de la responsabilidad contractual, por 
lo menos desde la perspectiva de los indicadores financieros son varios los sujetos que 
participan en su cumplimiento, pero bajo su irradiación como principio es solo la entidad 
contratante y los servidores públicos los facultados para materializar dicho mandato. 
 
 
Jurisprudencia sobre los indicadores financieros 
 
En el ámbito de las controversias contractuales, la jurisprudencia del Consejo de Estado 
y la Corte Constitucional ha tratado de manera suficiente los diversos temas del régimen 
público de contratación; sin embargo, respecto a los indicadores financieros el 
tratamiento judicial es corto, siendo hasta la fecha el Consejo de Estado el único órgano 
judicial que ha desarrollado de manera dispersas precedentes judiciales sobre la 
capacidad financiera de los oferentes. 
 
El Consejo de Estado sobre la capacidad financiera en los pliegos de condiciones 
ha sostenido lo siguiente: 
 
La capacidad financiera es un requisito habilitante y bajo la Ley 80 de 1993 podía 
ser también un requisito de calificación para participar en el procedimiento de 
selección de contratistas, con el cual se busca asegurar que los proponentes tengan 
las condiciones económicas requeridas para cumplir con el contrato. (Sentencia de 
acción de controversias contractuales, 53793). 
 
Así pues, es evidente que la capacidad financiera es una regla que demarca el 
desarrollo de la contratación pública, siendo exigible en cualquier clase de proceso que 
ejecuten las entidades estatales; como lo sostiene García Aponte (2014) “la Capacidad 
Financiera, la cual es considerada como la posibilidad de una empresa para realizar 
pagos e inversiones para su crecimiento y desarrollo” (p. 14). 
 
En ese sentido, en materia de subsanación de los documentos de información 
financiera, la Sección Tercera, Subsección A, el Consejo de Estado concluyó: “el 
mecanismo de saneamiento de los documentos de información financiera no puede ser 
utilizado para modificar los indicadores de capacidad financiera que el proponente tenía 
a la fecha que determinaba el pliego de condiciones” (Sentencia de acción de 
controversias contractuales, 53793). Por tal motivo, aunque se realice una corrección de 
la información financiera presentada inicialmente, la entidad contratante debe hacer un 
estudio del primer informe, con el fin de preservar las reglas iniciales del respectivo pliego 
de condiciones. 
 
Dicho esto, la entidad debe ser contundente en rechazar la modificación de los 
estados financieros que se aporten después de haberse presentado la propuesta, ya 
que, es una práctica desventajosa que desequilibra la apreciación de los indicadores con 
los que entraron a competir los demás proponentes. 
 
Sin embargo, lo anterior tiende a ser contrario a la ley, principalmente frente al 
principio de subsanación que establece el marco contractual público: 
 
Actualmente en virtud de la ley 1150/07 son subsanables todos aquellos requisitos 
o documentos, no necesarios para la comparación de las propuestas, es decir, los 
que no asignan puntaje; en lo que aún no hay claridad es en qué documentos, por 
ello falta una lista taxativa para evitar más irregularidades administrativas. 
(Rodríguez Flórez, p. 10). 
 
Como la ley no define cuales son los documentos subsanables, en la práctica 
administrativa se desecha la posibilidad de modificar los estados financieros, aspecto 
que se encuentra conforme a la jurisprudencia, pero alejado de la normativa.  
 
Por otra parte, el Consejo de Estado ha sido claro en sostener el rechazo de las 
propuestas que no presenten los documentos financieros en los pliegos de condiciones 
como lo recuerda la sentencia del 2015, con ponencia del magistrado ponente Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa: 
 
También fue clara al señalar por medio de los numerales, el literal g. del Numeral 
1.21 y el inciso final del No. 2.5.que la no presentación de los documentos 
financieros que fueran objeto de evaluación o el incumplimiento de alguno de los 
requisitos de los indicadores financieros daría lugar al rechazo de las propuestas 
presentadas. (Sentencia de acción de nulidad y restablecimiento del derecho 
30264, 2015). 
 
En ese sentido, para la jurisprudencia los indicadores financieros no son 
elementos optativos de la entidad pública sino elementos obligatorios que deben cumplir 
los oferentes con el fin de ser considerada su propuesta. El participante que omita dicho 
requisito perderá la oportunidad de contratar con el Estado, situación que sucede 
igualmente ante la modificación de los estados financieros de la entidad. 
 
De acuerdo a lo anterior, el cumplimiento de los indicadores financieros es 
obligatorios para los participantes para la continuación en el proceso contractual: 
 
Ahora bien, teniendo en cuenta el carácter vinculante de los pliegos de condiciones 
dentro del proceso de selección, es evidente que para que los proponentes u 
oferentes se vean favorecidos con la selección de sus propuestas deben dar estricto 
cumplimiento a las reglas y requisitos allí previstos, so pena de que al no cumplirlos 
la entidad se vea obligada a rechazar o eliminar las ofertas presentadas. (Sentencia 
de acción contractual, Rad. 45047). 
 
Corolario de lo anterior, la certificación de los estados financieros que dicte los 
pliegos de condiciones corresponde al representante legal de la entidad y al contador 
público, de acuerdo, al artículo 37 de la Ley 222 de 1995. Desde esa perspectiva, son 
las personas en mención quienes exponen a sus asociados y terceros la relación fiscal 
de la empresa conforme a los libros de contabilidad: 
 
En efecto, la presentación de estados financieros debidamente certificados o 
dictaminados en el curso de los procesos de contratación estatal no sólo le permite 
a la administración verificar el cumplimiento de los requisitos de capacidad 
financiera fijados en el pliego de condiciones, sino que también le permite realizar 
un ejercicio comparativo entre las diferentes propuestas teniendo como base 
fuentes de información contable totalmente fidedignas, lo que le permitirá 
seleccionar la propuesta que objetivamente es la más favorable a sus intereses. 
(Sentencia de acción contractual, Rad. 45047). 
 
En ese sentido, las empresas deben llevar una contabilidad transparente y 
organizada, para que dentro de los procesos contractuales puedan certificar los 
indicadores financieros conforme a las exigencias constitucionales y legales. El 
requerimiento de los indicadores financieros no es un formalismo innecesario de la 
actividad contractual, ya que, se relaciona con los principios y normas aceptadas por la 































En la contratación estatal, conforme al Decreto 1510 de 2013, tres son los indicadores 
de capacidad financiera obligatorios: a) Índice de liquidez; b) Índice de endeudamiento; 
c) Razón de cobertura de intereses. Por tanto, todos los pliegos de condiciones deben 
contener mínimamente dichos indicadores, de lo contrario, quiebra el mandato 
reglamentario ineludible sobre el tema. Como se advierte, tres son los indicadores 
obligatorios, pero no son los únicos, las entidades contratantes tienen la potestad de 
incluir más indicadores financieros de acuerdo a la disponibilidad legal y reglada.  
 
 Si bien la norma dicta la obligatoriedad de tres indicadores financieros por lo 
mínimo en los pliegos de condiciones, las entidades públicas no deben limitar y aplicar 
su actuación conforme a este ítem de manera mecánica. De acuerdo al objeto contractual 
debe establecer los indicadores financieros que más se acomoden para el cumplimiento 
del interés general. Así mismo, es responsabilidad de la entidad pública el 
funcionamiento de los indicadores financieros dentro de la actividad contractual, dictando 
lo qué mide cada indicador. 
 
 Volviendo al tema de los indicadores principales, se concluyó que su 
funcionamiento dentro de los procesos contractuales tiene diversos fines. Así, el índice 
de liquidez busca identificar la capacidad financiera del proponente para cumplir con las 
obligaciones a corto plazo. El índice de endeudamiento, establece la totalidad de deudas 
que posee el participante, al igual, determina la capacidad de endeudarse para el 
cumplimiento del bien o servicio. Finalmente, la razón de cobertura de intereses refleja 
la capacidad del proponente de cumplir con su obligación financiera. 
 
 Por eso es dable concluir que los indicadores financieros son versátiles respecto 
al propósito dentro del proceso contractual, siendo recomendable utilizar más allá de los 
tres indicadores financieros que establece de manera obligatoria el ordenamiento 
normativo. Entre más indicadores financieros es posible disminuir las posibilidades de 
riesgos económicos que influyan en la realización del objeto contractual.  
 
 Ahora bien, la responsabilidad de los indicadores financieros comporta 
compromisos entre la entidad pública y los participantes del proceso contractual. La 
entidad pública es responsable de establecer en los pliegos de condiciones los 
indicadores financieros de manera clara y transparente, evitando con ellos cualquier 
desventaja a favor de uno de los proponentes. Por su parte, los participantes deberán 
cumplir con los indicadores financieros dentro de su propuesta, con el propósito de 
demostrar la idoneidad económica.  
 
 La jurisprudencia respecto a los indicadores financieros es escaza, la principal 
razón para explicar lo anterior es su apego al genero de los pliegos de condiciones, 
elementos contractuales que dentro de las altas cortes sí tiene un profundo desarrollo 
jurídico. Por tal razón, es difícil encontrar en la jurisprudencia del Consejo de Estado y la 
Corte Constitucional sub reglas precisas sobre el tema, siendo la mayoría aplicables para 
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